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SENTENCIA  

(EN RECONSIDERACIÓN) 
 
 

En San Juan, Puerto Rico a  30 de agosto de 2016. 

Comparece ante nosotros LSREF2 Island Holdings, LTD., Inc. por 

conducto de su agente autorizado Hudson Puerto Rico, LLC, mediante 

una oportuna moción de reconsideración. Nos solicitan que 

reconsideremos la Sentencia emitida por este foro el 3 de mayo de 

2016. Por medio de dicho dictamen, este tribunal en una opinión 

mayoritaria revocó la sentencia emitida por el Tribunal de Primer 

Instancia, Sala de Arecibo, el 25 de junio de 2015.  

Luego de un análisis minucioso del trasfondo procesal del caso, 

particularmente de nuestra Sentencia emitida y los fundamentos 

esbozados en la moción en reconsideración presentada por la parte 

apelante, entendemos que procede reconsiderar nuestra sentencia. 

I. 

Partimos de los hechos y el derecho expuestos en la sentencia 

emitida, por lo que resulta innecesario exponerlos nuevamente. No 

Obstante, los Apelantes señalaron los siguientes dos errores: 
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Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al violar el 
debido proceso de ley negándole al demandado su día en 
corte, al dictar Sentencia Sumaria en un caso de cobro de 
dinero y ejecución de prenda e hipoteca, en el que a todas 
luces existe una controversia real de hechos con respecto a 
existencia, liquidez y exigibilidad de la alegada deuda. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 
desestimar el caso de epígrafe sin toma en consideración la 
evidencia presentada por el demandado en que se 
establece que la acción en cobro de la dinero de la alegada 
por la parte demandante-apelada no solo no cumple con los 
requisitos establecidos en el estado de derecho estatal para 
la misma, si no que viola la norma federal establecida en el 
“fair debt collections practices act”. 
 
 

II. 

La contención principal de la parte apelante consiste en el alegado 

error de derecho cometido por el TPI al resolver la acción de cobro de 

dinero y ejecución de prenda e hipoteca de forma sumaria. Según 

argumentaron los Apelantes, en este caso existía una controversia real 

sobre la cantidad y los intereses adeudados. Sobre este particular, el 

matrimonio Marrero Salgado expuso que han efectuado pagos que han 

sido aceptados por el Apelado y que no han sido acreditados a la 

deuda. Ante este hecho, alegaron que el acreedor no podía reclamar 

que la deuda era una líquida y exigible, ya que existía una controversia 

real de hechos esenciales que ameritaba ser dilucidada mediante un 

juicio en su fondo y no de manera sumaria, conforme lo establece el 

debido proceso de ley.  

Luego de la enmienda al préstamo original suscrito por las partes, 

la nueva fecha de vencimiento de la obligación era el 30 de diciembre 

de 2013. Antes de esta fecha ya los Apelantes habían dejado de emitir 

los pagos acordados en el contrato enmendado. Por ello, el 27 de 

diciembre de 2013, la Apelada le remitió una carta de cobro en la que le 

otorgó un término de 30 días para corregir el incumplimiento.1 Sin 

embargo, el matrimonio Marrero Salgado solamente emitió pagos 

parciales que de ninguna manera cubrieron los pagos requeridos y 

acordados en el contrato. 

                                                 
1
 Véase el Apéndice V del alegato del Apelado. 
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Reiteramos que ante este incumplimiento no hay duda de que al 

momento del reclamo judicial la obligación de los Apelantes era una 

vencida, líquida y exigible. Ramos y otros v. Colón y otros, 153 DPR 534 

(2001). Sin embargo, estos alegaron que la cuantía no era una 

determinada, porque presuntamente la parte apelada no aplicó los 

pagos parciales que enviaron al principal de la deuda. No obstante, la 

norma sobre este particular establece que un acreedor no está obligado 

a recibir pagos parciales a menos que haya sido expresamente 

dispuesto en el contrato. Art. 1123 del Código Civil, 31 LPRA sec.3173.  

A tenor con este precepto, y luego de revisar el contrato suscrito por las 

partes, no hallamos ninguna cláusula que expresamente estableciera la 

obligación del acreedor a recibir pagos parciales. En cambio, sí nos 

percatamos que, como parte del acuerdo, se estableció lo siguiente 

sobre la cuenta plica o escrow: 

[L]a cuenta en la cual, en caso de la ocurrencia o 
continuación (por un periodo mayor de 30 días calendario 
consecutivos), de cualquiera de las causas de 
incumplimiento, el BANCO le podrá requerir al DEUDOR 
que deposite en esta cuenta todos los ingresos por concepto 
de cánones de arrendamientos y/u otros ingresos.2 

 

 
Como vemos, el Apelado podía depositar los pagos enviados por 

el matrimonio Marrero Salgado en la cuenta escrow, debido a los 

atrasos en la cuenta. Por tanto, la alegación de que la cantidad no era 

una determinada es inmeritoria. En este caso, el atraso en los pagos de 

la obligación surgió mucho antes de enmendar el contrato original. Fue 

por esta razón, que las partes decidieron ampliar el crédito para cubrir 

los atrasos incurridos por los Apelantes. En consecuencia, la prueba 

presentada por los Apelantes, que consistió en los recibos de los pagos 

remitidos por éstos desde el año 2014, no fue suficiente para 

controvertir lo reclamado por el Apelado en su moción de sentencia 

sumaria sobre el incumplimiento de la obligación contraída por el 

matrimonio Marrero Salgado y el hecho incontrovertido de que ésta 

estaba una vencida, líquida y exigible. Por tanto, el TPI no erró al 

                                                 
2
 Véase el Artículo I del Contrato de Préstamo original. 
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resolver la controversia mediante Sentencia Sumaria. Ramos Pérez v. 

Univisión de P.R., supra; González Aristud v. Hosp. Pavía, supra; PFZ 

Properties, Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra. 

De otro lado, éstos también señalan que al sumar las cantidades 

provistas en la Sentencia apelada, el resultado no es igual a la cuantía 

total que determinó el foro primario de $243,071.82. Específicamente, la 

Sentencia desglosa las partidas como sigue: 

Considerada la evidencia presentada dictamos 
Sentencia Sumaria condenando a los demandados RAFAEL 
MARRERO SALGADO, ELIZABETH SALGADO SALGADO, 
y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por 
ambos, a pagar a la Demandantes la suma de la suma total 
principal de $223,394.97, más los intereses acumulados 
sobre dicha cantidad hasta su total pago, los cuales al 10 
febrero de 2015, suman $5,064.23 (per diem $32.58), para 
un total acumulado a esa fecha de $243,071.82, más una 
suma equivalente a $22,339.49 por concepto de honorarios 
de abogado, según pactado en Pagaré. […]  

 
 

Al remitirnos a la demanda incoada, la parte apelada desglosa las 

sumas adeudadas de la siguiente forma: 

Según los estados de pago de la parte demandante, 
los demandados adeudan mancomunada y solidariamente 
la suma total principal de $223,394.97 más los intereses 
acumulados sobre dicha cantidad hasta su total pago, los 
cuales al 10 de agosto de 2014, suman $5,573.96 (per diem 
$32.58) y gastos misceláneos por $14,612.61, para un total 
acumulado a esa fecha de $243,581.54.  

 
En la Moción de reconsideración, la apelada indica que la deuda 

debió detallarse de la siguiente manera:  

 
[…..]$223,394.97 por concepto del principal; $5,064.23 

(per diem $32.58), por los intereses acumulados sobre la 
cantidad principal calculados hasta el 10 de febrero de 2015; 
y la suma de 414,621.61 por gastos misceláneos para un 
total de $243,071.82. 

 

 
Como vemos, en el desglose de la Sentencia Sumaria no se 

incluyó la cantidad de $14,612.61. Este error matemático se considera 

uno de forma, ya que no va a la sustancia de la sentencia. Regla 49.1 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA, Ap. V, R. 49.1. En estos casos, 

procede que se subsane el error, mediante enmienda nunc pro tunc. 

Security Ins. Co. v. Tribunal Superior, 101 DPR 191 (1973). De lo 
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anterior, podemos concluir que el detalle de la deuda debió detallarse 

de la siguiente forma: $223,394.97, por concepto del principal; 

$5,064.23 (per diem $32.58), por los intereses acumulados sobre la 

cantidad principal calculados hasta el 10 de febrero de 2015; y la suma 

de $14,612.61, por gastos misceláneos, para un total de $243,071.82. 

En su segundo señalamiento de error, el matrimonio Marrero 

Salgado alegó que el Apelado no cumplió con los requisitos 

establecidos en el estatuto federal conocido como el Fair Debt 

Collection Practices Act, que prohíbe que se lleve a cabo un cobro de 

dinero por una cantidad no real a la deuda. 15 USC § 1692 et seq. 

Según los Apelantes, la parte apelada incurrió en una práctica injusta y 

violatoria de esta legislación federal, al cobrar una deuda, recibir los 

pagos emitidos por ellos y no aplicarlos a la cantidad adeudada. Como 

vemos, este es el mismo argumento que señaló el matrimonio Marrero 

Salgado en su primer error y que acabamos de dilucidar. En 

consecuencia y a tenor con lo previamente discutido, se hace 

innecesario entrar en los méritos de este error3. 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, devolvemos el caso al 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo, a los efectos de que se 

corrija el error en el cálculo y desglose de las sumas adeudadas, 

conforme a lo aquí dispuesto. Una vez enmendada la Sentencia 

Sumaria, se confirma. 

Notifíquese. 

Así lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Jueza Grana Martínez no reconsideraría. 

 

                                        Lcda. Dimarie Alicea Lozada    
                               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
3
 Cabe señalar que en la cantidad determinada por el foro de instancia en la Sentencia 

Sumaria, se tomó en consideración y se aplicó los pagos parciales que remitieron los 
Apelantes a la institución bancaria. Véase la página 5 de la Sentencia Sumaria. 


